Radicación No: 66001-31-05-005-2016-00302-01
Byron Ramírez Parra  vs Jairo de Jesús Zuluaga Zuluaga

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 

Providencia: 

 Auto de Segunda Instancia, jueves 19 de julio de 2018.

Radicación No: 
              
 66001-31-05-005-2016--00302-01

Proceso: 

 Ordinario Laboral.

Demandante:                     Byron Ramìrez Parra

Demandado:                     
Jairo de Jesús Zuluaga Zuluaga

Juzgado de origen:         
Quinto Laboral del Circuito de Pereira

Magistrado Ponente:      
Francisco Javier Tamayo Tabares.
TEMA: 

CONTRATO DE SERVICIOS PROFESIONALES / PAGO DE HONORARIOS / MEDIDAS CAUTELARES / CARGA PROBATORIA PARA SU DECRETO / NO ACREDITADA / CONFIRMA / NIEGA MEDIDA CAUTELAR 

El artículo 85 A del Código del Proceso Laboral y de la Seguridad Social establece las medidas cautelares que el Juez puede adoptar en el curso de un proceso ordinario, con el fin de que no se hagan ilusorias las resultas del mismo. Tales medidas, que consisten en una caución que debe asegurar entre el 30 y 50% de las pretensiones demandadas, pueden imponerse en uno de tres eventos: (i) Cuando el demandado efectúe actos tendientes a insolventarse, (ii) cuando el reo procesal adelante actos que puedan impedir la efectividad de la sentencia de condena y (iii) cuando el Juez considere que el demandado se encuentra en graves y serias dificultades para el cumplimiento oportuno de sus obligaciones.

Estas tres hipótesis, requieren una carga probatoria que evidencie, de manera suficiente, que están ocurriendo tales hechos o que la situación financiera del demandado es insostenible y que, es altamente probable que no pueda cumplirse una eventual sentencia de condena, siendo necesario precaver la situación, buscando garantizar a lo menos parte de las pretensiones demandadas. Dicha carga probatoria, sin duda, recae en cabeza de la parte interesada en que se imponga la medida.
(…)

Finalmente, alude al material fotográfico que aporta con la demanda, en el cual se observa que un bien inmueble está a la venta. Esta prueba no es contundente o fehaciente, amén que se desconoce si el inmueble que aparece en la fotografía corresponde a uno de propiedad del demandado, pero además, en caso de serlo, el hecho de que esté en venta no quiere decir que se está actuando de manera frauduluenta, pues tal intelección iría en contra del postulado de buena fe contenido en la Carta Política. Ahora, tal medio de prueba tendría idoneidad, si fuera múltiple, esto es, si varios bienes de propiedad del posible obligado aparecieran a la venta, pues allí sí se encontraría un actuar sistemático, demostrativo de actos de insolvencia, lo que no ocurre en este caso.
ORALIDAD

AUDIENCIA PÚBLICA:

Pereira, hoy diecinueve (19) de julio de dos mil dieciocho (2018), siendo las once y quince minutos de la mañana (11:15 a.m.) reunidos en la Sala de Audiencia los magistrados de la Sala Cuarta de Decisión Laboral del Tribunal Superior de Pereira, presidido por el ponente, declaran abierto el acto, el cual tiene por objeto resolver el recurso de apelación propuesto por la parte demandante contra la providencia dictada el 11 de septiembre de 2017 en audiencia especial del artículo 85 A del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, dentro del proceso ordinario laboral que adelanta Byron Ramírez Parra contra Jairo de Jesús Zuluaga Zuluaga.
 

IDENTIFICACIÓN DE LOS PRESENTES:

TRASLADO EN ORDEN Y ADVERTENCIAS: .Se les concede el uso de la palabra a los apoderados de las partes, empezando por la de la demandante, para si a bien lo tienen, presenten sus alegatos, disponiendo cada uno de  un término máximo de 8 minutos. 
Escuchadas las intervenciones anteriores, si las hubo, serán tenidas en cuenta en la decisión que: 

A continuación se profiere el siguiente
AUTO
Persigue el actor que se declare que lo ató un contrato de prestación de servicios profesionales con el demandado y en consecuencia pide que se regulen los honorarios correspondientes.

Junto con la demanda, se persigue la imposición de una medida cautelar, conforme al artículo 85 A de la Codificación Instrumental Laboral y de la Seguridad Social. Ello se sustenta en que existe la posibilidad de que el demandado no esté en condiciones de cumplir una eventual sentencia condenatoria.

La parte demandada, en la audiencia especial correspondiente, se opuso al pedido de medida, al encontrar que la parte demandada está en capacidad de cubrir las obligaciones correspondientes.

La Jueza a-quo decidió negar la medida deprecada, aduciendo que la norma contempla 3 hipótesis en las cuales procede la medida cautelar y las aducidas por el actor son dos, la de ejecutar actos de insolvencia y la de no estar en capacidad de cumplir con una eventual sentencia de condena, destacando que no hay prueba de ninguna de ellas y, antes bien, conforme a las pruebas presentadas, esto es, los certificados de tradición y la declaración de renta del señor Zuluaga Zuluaga, se observa que este tiene bienes inmuebles susceptibles de medidas con el fin de obtener el reconocimiento y pago de una condena y, además, cuenta con un patrimonio líquido cuantioso que, asegura totalmente, el cumplimiento del fallo. En cuanto a las labores tendientes a insolventarse, estima que no hay probanza alguna de ellas, carga que le incumbe al extremo activo.

El demandante interpuso recurso de apelación contra la mencionada providencia, indicando que sí existen pruebas de que la parte demandada está ejecutando actos de insolvencia, pues existe registro fotográfico de que se encuentra ofertando para la venta uno de sus bienes y desde el inicio de la contienda jurídica se rehusó a reconocer y cubrir su obligación. Además ha ocultado su patrimonio.

CONSIDERACIONES

1. Del problema jurídico:
¿Se configuran, en este caso, los actos de insolvencia alegados por la parte actora, para imponer la medida cautelar establecida en el artículo 85 A del CPTSS?

2. Desenvolvimiento de la problemática planteada.
El artículo 85 A del Código del Proceso Laboral y de la Seguridad Social establece las medidas cautelares que el Juez puede adoptar en el curso de un proceso ordinario, con el fin de que no se hagan ilusorias las resultas del mismo. Tales medidas, que consisten en una caución que debe asegurar entre el 30 y 50% de las pretensiones demandadas, pueden imponerse en uno de tres eventos: (i) Cuando el demandado efectúe actos tendientes a insolventarse, (ii) cuando el reo procesal adelante actos que puedan impedir la efectividad de la sentencia de condena y (iii) cuando el Juez considere que el demandado se encuentra en graves y serias dificultades para el cumplimiento oportuno de sus obligaciones.

Estas tres hipótesis, requieren una carga probatoria que evidencie, de manera suficiente, que están ocurriendo tales hechos o que la situación financiera del demandado es insostenible y que, es altamente probable que no pueda cumplirse una eventual sentencia de condena, siendo necesario precaver la situación, buscando garantizar a lo menos parte de las pretensiones demandadas. Dicha carga probatoria, sin duda, recae en cabeza de la parte interesada en que se imponga la medida. 

No puede pues, quedar la medida cautelar apoyada en meras especulaciones o posibilidades, porque de entenderse así en todos los procesos ordinarios se deberían imponer, pues todos los empleadores u obligados a responder por honorarios, como es el caso, están sujetos a los riesgos del mercado y siempre está dentro de las posibilidades, que puedan pasar por situaciones económicas difíciles; pero la medida cautelar que trae la Codificación Adjetiva Laboral, está encaminada a que, con base en hechos concretos, se pueda verificar que en el caso particular, efectivamente, esas dificultades o esas actuaciones de insolvencia están teniendo ocurrencia o es altamente probable que se puedan presentar y, a partir de allí, fijar las medidas que sirvan para prevenir esa situación y garantizar el pago al trabajador.

Tal deber probatorio, además, se robustece, atendiendo el derecho que se sacrificaría, de imponerse al demandado la carga de cumplir una caución y de incumplirse la misma, pues se quedaría sin la posibilidad de ser oído en el juicio laboral.

Pues bien, en el caso puntual el actor pretende acreditar los “actos de insolvencia” con las siguientes pruebas y conjeturas:
- La negativa a reconocer y pagar los honorarios pedidos. Pues bien, dígase que si bien en la contestación a la demanda la parte demandada se opuso a las pretensiones de la demanda, lo cierto es que ello no puede tomarse como prueba de que la parte demandada se esté insolventando, tal respuesta más bien obedece a una técnica defensiva, de la cual no se puede derivar la consecuencia que persigue el togado apelante.

- Intención de esconder los bienes de su propiedad. Al respecto ha de decirse, que de los múltiples certificados de tradición aportados con el escrito de demanda -fls. 45 a 90- y los obtenidos por el Despacho –fls. 100 a 113-, no se desprende acto alguno que pueda siquiera colegirse como fraudulenta o con ánimo defraudatorio. Ninguno de los aludidos predios ha sido traspasado, cedido, enajenado o excluido del comercio por algún medio, en época reciente, como para indicar que el demandado está adelantando actos de insolvencia.

- Finalmente, alude al material fotográfico que aporta con la demanda, en el cual se observa que un bien inmueble está a la venta. Esta prueba no es contundente o fehaciente, amén que se desconoce si el inmueble que aparece en la fotografía corresponde a uno de propiedad del demandado, pero además, en caso de serlo, el hecho de que esté en venta no quiere decir que se está actuando de manera frauduluenta, pues tal intelección iría en contra del postulado de buena fe contenido en la Carta Política. Ahora, tal medio de prueba tendría idoneidad, si fuera múltiple, esto es, si varios bienes de propiedad del posible obligado aparecieran a la venta, pues allí sí se encontraría un actuar sistemático, demostrativo de actos de insolvencia, lo que no ocurre en este caso.

Por lo tanto, tal como lo coligió la a-quo, es evidente que no hay prueba suficiente que acredite la causal de procedencia de la medida cautelar deprecada.

Se confirmará, en consecuencia, la decisión apelada.

Las costas en esta instancia a cargo del apelante.  
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala Laboral, 

FALLA
1. Confirmar la providencia proferida el 11 de septiembre de 2017 por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito de Pereira en el proceso de la referencia.

2. Costas en esta instancia a cargo del apelante.
NOTIFÍQUESE, CÚMPLASE Y DEVUÉLVASE.

La anterior decisión queda notificada en estrados.
Los Magistrados,

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

OLGA LUCIA HOYOS SEPÚLVEDA 

 ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
Alonso Gaviria Ocampo

Secretario                                        
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